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La frustración generada por la incapacidad del sistema de justicia para
enfrentar la corrupción de manera satisfactoria, ha motivado a muchos
países a crear instituciones especializadas anticorrupción. Mientras que a las
agencias anticorrupción con capacidades de investigación y fiscalización se
les ha prestado mayor atención, la especialización judicial es un aspecto
cada vez más popular en las estrategias nacionales de lucha contra la
corrupción. El argumento más común para la creación de tribunales
especializados anticorrupción es la necesidad de una mayor eficiencia en la
resolución de los casos de corrupción y el deseo de mostrar a los
ciudadanos, así como a la comunidad internacional, que el país se toma la
lucha contra la corrupción en serio. En algunos países existe cierta
preocupación sobre la capacidad de los tribunales ordinarios para tratar los
casos de corrupción de manera imparcial y sin estar ellos mismos afectados
por la corrupción. Esto ha tenido un papel importante en la decisión de crear
tribunales especializados anticorrupción. Los tribunales anticorrupción que
existen en la actualidad difieren en algunos aspectos: el tamaño, el lugar que
ocupan en la jerarquía judicial, el proceso de nombramiento y remoción de
jueces, el alcance de su esfera de competencia, el desarrollo del proceso, el
recurso de apelación y su relación con los fiscales anticorrupción. Este
diseño institucional requiere ciertos compromisos: aunque no existe un
conjunto definitivo de "buenas prácticas" para los tribunales especializados
anticorrupción, los modelos y experiencias existentes pueden servir de guía
para aquellos considerando crear una institución de este tipo. Ellos deberán
decidir si estos tribunales deben adoptar procesos significativamente
distintos de los tribunales penales ordinarios, y/o aplicar reglas especiales
para la selección, remoción y condiciones de trabajo de sus jueces.
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1. Introducción

En la lucha por combatir la corrupción y delitos relacionados, muchos

países han creado tribunales especializados anticorrupción que se distinguen

de las instituciones judiciales ordinarias. La forma más común de estos

organismos especializados son las agencias anticorrupción (AAC), que

generalmente gozan de cierto poder de investigación y / o enjuiciamiento.

Una multitud de países ha creado AAC y existen investigaciones y análisis

que se centran en este modelo.1 Se ha prestado menos atención a otra forma

de especialización anticorrupción, en concreto, los tribunales especializados

anticorrupción. Aunque estos no están tan extendidos como las AAC,

muchos países han creado un cuerpo judicial especial, división o conjunto

de jueces para enfocarse (exclusivamente o casi-exclusivamente) en casos

relacionados con la corrupción; muchos otros países están considerando

actualmente si deben establecer tales tribunales especiales. Sin embargo,

aunque haya estudios que discuten la especialización judicial en general,2 no

existe un análisis sistemático y comparativo centrado específicamente en los

tribunales especializados anticorrupción.

Este número de U4 es un primer paso para llenar ese vacío, al presentar una

visión general comparativa de los tribunales especializados anticorrupción

existentes, poniendo especial atención en las razones de su creación y en las

opciones básicas de diseño. Este documento se basa en una revisión de

fuentes secundarias de una amplia gama de países y entrevistas de campo

llevadas a cabo con losactores clave de cinco países que tienen tribunales

especializados anticorrupción de algún tipo: Indonesia, Kenia, Filipinas,

Eslovaquia y Uganda. En junio de 2016 se publicaron cuatro estudios de

caso de países basados en este trabajo de campo.3&4

El documento está estructurado de la siguiente manera. La Sección 2

proporciona una breve descripción de nuestra definición de trabajo de un

"tribunal especializado anticorrupción" y una lista de los países con tales

1. Ver Kuris 2014, Johnsøn et al 2011, Meagher 2004, OCDE 2013, PNUD 2016.

2. Por ejemplo, Baum 2011; Gramckow y Walsh 2013; Zimmer 2009.

3. Schütte 2016a, 2016b; Stephenson 2016a, 2016b.

4. El sistema de publicación de los magistrados en Kenia tenía fallas durante el trabajo de

campo y fue revisado unos meses después. Decidimos no publicar un estudio de caso sobre

Kenia sino incluir una parte de estos resultados en este documento.
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instituciones que revisamos en nuestra investigación. La Sección 3 presenta

los tres fundamentos principales para establecer un tribunal especializado

anticorrupción: eficiencia, integridad y experiencia, y ofrece algunas

observaciones preliminares sobre cada uno. La Sección 4 se refiere a

cuestiones de diseño institucional, destacando la diversidad de los tribunales

anticorrupción existentes e identificando algunas preguntas clave al

momento de diseñar, establecer o reformar un tribunal anticorrupción. Una

breve conclusión resume algunos de los temas principales del documento y

proporciona una lista de preguntas y elecciones importantes que se deben

hacer al considerar la creación o reforma de un tribunal anticorrupción.

Este documento de análisis del U4 no pretende ser una recopilación de

“buenas prácticas”, ni evaluar el rendimiento de los tribunales existentes.

Tales objetivos irían más allá del alcance de este documento, por

restricciones de tiempo, espacio e información.La ausencia de información

comparable de manera sistemática impide toda evaluación general sobre los

méritos de estos tribunales. Este documento tiene por objetivo proponer un

mapeo sobre los tipos de tribunales especializados anticorrupción y resaltar

algunos desafíos y compromisos clave que se deben tener en cuenta a la

hora de crear estas instituciones.

2. Panorama de los tribunales y jueces
especializados anticorrupción en todo el
mundo

En este documento, entendemos por "tribunales anticorrupción" cualquier

juez, corte, división judicial o tribunal que se especializa (pero no

necesariamente de forma exclusiva) en casos de corrupción. Partiendo de

esta definición, nuestra encuesta realizada en 2015, identificó 17

jurisdicciones con un tribunal anticorrupción: Afganistán, Bangladesh,

Botsuana, Bulgaria, Burundi, Camerún, Croacia, Indonesia, Kenia, Malasia,

Nepal, Pakistán, Palestina, Filipinas, Senegal, Eslovaquia y Uganda. Tres

países, México, Tanzania y Tailandia, han creado tribunales anticorrupción

durante el periodo de investigación y redacción de este documento.

En México, una enmienda constitucional en 2015 solicitó la creación de una

Sala Especializada Anticorrupción en el Tribunal Federal de Justicia
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Administrativa, pero su operación está programada para Julio de 2017.5 En

Tanzania, una ley de Julio de 2016, prevé la creación de una División en la

Corte Suprema, especializada en delincuencia económica, corrupción y

crimen organizado, que está en funcionamiento desde Septiembre de 2016.6

En Tailandia, el gobierno militar creó un tribunal anticorrupción en Octubre

de 2016.7

Hemos incluido estos tres países en nuestro mapeo y en la lista de tribunales

anticorrupción (Tabla 1) pero estas iniciativas fueron demasiado recientes

para ser incluidas en nuestro estudio comparativo de diseños institucionales.

Además, existen dos casos que se encuentran en el límite de nuestra

tipología pero que merecen nuestra atención. Primero, el de Papua Nueva

Guinea, cuyo Tribunal Nacional ha establecido una División de Fraude y

Corrupción que ha puesto en marcha procedimientos optimizados para

facilitar el tratamiento de los casos de corrupción. Los jueces de esta

división son jueces ordinarios y, fuera del procedimiento específico, no

existe una separación institucional real con el resto del poder judicial.

Aunque la decisión de poner en vigor procedimientos especiales para casos

de corrupción en tribunales ordinarios es interesante, el enfoque favorecido

por Papua Nueva Guinea no implica realmente la creación de un tribunal

especial para casos de corrupción.

Figura 1. Mapeo de los tribunales anticorrupción en el mundo, 2016

Credit: Autor by-nc-nd

5. Borda y Sánchez Alonso 2016.

6. Kapama 2016.

7. Heidler 2016.
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Brasil ha creado un grupo de tribunales especializados anticorrupción a

nivel federal para tratar lavado de dinero y delitos relacionados. El lavado

de dinero es un delito muy cercano al de corrupción, pero decidimos no

incluir los tribunales especiales de Brasil en nuestra investigación ya que los

delitos de corrupción "principales", como soborno o malversación de

fondos, no son tratados por estos tribunales. En su lugar, elegimos incluir

países como Bangladesh, Bulgaria, Croacia y Eslovaquia, donde el juez o el

tribunal especial también se ocupan de muchos casos que no están

relacionados con la corrupción. La decisión de incluirlos en un análisis

comparativo con otros tribunales completamente dedicados a casos de

corrupción, está justificada por la atención particular que estos órganos

judiciales ponen a estos temas, haciendo posible incluirlos en un análisis

comparativo con otros tribunales especializados anticorrupción.

Sin embargo, no pretendemos haber tomado la decisión "correcta" con

respecto a la clasificación elegida, puesto que esta es una categoría

construida. De hecho, algunos casos están en la frontera entre varias

categorías y es necesario hacer una elección. Nuestro objetivo no es

proponer una definición concluyente y una lista final de tribunales

anticorrupción. Más bien hemos tratado de plantear una ilustración de las

elecciones de diseño institucional realizadas durante la creación de estas

instituciones anticorrupción.

A pesar de algunas excepciones, en la mayoría de los países, los tribunales

anticorrupción han sido establecidos por estatuto.8 Los tribunales

especializados anticorrupción son un fenómeno relativamente reciente. El

primer tribunal de este tipo, el de Filipinas, se estableció en la década de

1970, pero ninguno de los otros tribunales incluidos en este análisis estuvo

en operación antes de 1999. La mayoría de estos órganos se ha creado

durante la última década (a menudo en paralelo o sucesivamente a la

implementación de una agencia anticorrupción). Las fechas de creación de

8. En Filipinas, la constitución de 1973 preveía el establecimiento de un tribunal

especializado anticorrupción y esta disposición se ha mantenido en la Constitución de 1987.

Del mismo modo, en México, la Revisión Constitucional de 2015 prevé la creación de un

tribunal especializado anticorrupción. En Senegal, la Corte de Represión del

Enriquecimiento Ilícito, inicialmente instituida por la ley de 1981, se puso en práctica

(después de muchas controversias) por un decreto presidencial de 2012. En Botsuana, los

magistrados que afirman actuar de conformidad con la ley, han creado divisiones

especializadas anticorrupción dentro del sistema judicial sin mayor autorización. En

Afganistán, donde se han establecido tribunales especializados de una manera rápida,

particularmente bajo la presión internacional, la autoridad legal de los tribunales fue (y sigue

siendo) bastante ambigua.
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los veinte tribunales anticorrupción existentes (o en la fase de creación) se

enumeran en la Tabla 1.

En algunos de estos países, los tribunales especializados anticorrupción han

surgido de iniciativas a nivel nacional, mientras que en otros casos, la

comunidad internacional ha tenido un papel importante. De hecho, en

algunos casos, la creación de dicho tribunal es el resultado de la presión de

los donantes. El caso más representativo es el de Afganistán, donde la

comunidad internacional (con Estados Unidos y el Reino Unido al frente)

presionó al gobierno para establecer de forma rápida un tribunal

especializado – porque la corrupción se consideraba un impedimento

importante para el crecimiento económico y la seguridad del país, pero

también porque la comunidad internacional estaba frustrada al ver la

magnitud de la malversación de fondos del gobierno afgano.9 Del mismo

modo, la creación del Tribunal Especial de Nepal parece ser, en parte, una

respuesta a la presión exterior. Los donantes internacionales estaban

Tabla 1. Fechas de creación de los tribunales especializados anticorrupción

1979 Filipinas (de conformidad con las disposiciones de la Constitución de 1973)

1999 Pakistán

2002 Indonesia (revisado sustancialemente en 2009) Nepal

2003 Kenia

2004 Bangladesh

2006 Burundi

2008 Croacia / Uganda

2009 Eslovaquia

2010 Afganistán / Palestina

2011 Camerún / Malasia

2012 Bulgaria / Senegal (de conformidad con la autorización en un estatuto de 1981)

2013 Botsuana

2015
México (aún no establecido; ordenado por una enmienda constitucional de

2015, programado para comenzar operaciones en 2017)

2016 Tanzania / Tailandia

9. BBC News 2009, Gutcher 2011, Mason 2011.
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preocupados por la importante "fuga" de fondos de los programas de

ayuda.10 En estos dos casos, los donantes, principalmente Estados Unidos y

el Reino Unido en Afganistán y el Banco Asiático de Desarrollo en Nepal,

otorgaron considerable apoyo financiero y técnico a los tribunales, tanto

durante como después de su establecimiento.

Incluso en muchos casos donde la presión directa de los donantes tiene

relativamente poco que ver con la decisión de establecer un tribunal

anticorrupción, los donantes internacionales han estado muy involucrados

en proporcionar capacitación, financiamiento y otra asistencia a estas

instituciones. Los ejemplos de dicho apoyo de donantes incluyen, pero no se

limitan, a la capacitación técnica brindada por la Agencia de Estados Unidos

para el Desarrollo Internacional (USAID) y el Centro Africano de

Excelencia Legal del Instituto de Derecho Internacional11 a la División

Anticorrupción del Tribunal Superior de Uganda;12 capacitación

proporcionada por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el

Delito (ONUDD)13 para jueces de los tribunales Tipikor de Indonesia;14

apoyo de donantes para el tribunal anticorrupción de Malasia;15 y tanto

capacitación como financiamiento provisto al Tribunal de Crímenes de

Corrupción de Palestina por el Programa de Desarrollo de las Naciones

Unidas (PNUD), la Oficina de Coordinación de la Unión Europea para el

apoyo de la policía palestina y otros donantes bilaterales.16

Además de los 20 países enumerados anteriormente, cada uno de los cuales

ya ha creado un tribunal especializado anticorrupción de algún tipo, hay

otros países en los que se ha propuesto la creación de dichos tribunales. En

Nigeria, por ejemplo, el apoyo a la creación de un tribunal continúa

creciendo desde la elección del presidente Muhammadu Buhari en 2015 que

había basado su campaña electoral en la lucha contra la corrupción.17 En

Moldavia, una propuesta del gobierno para la creación de un tribunal

especializado anticorrupción está siendo debatida (y criticada) dentro de la

sociedad civil.18 En Ucrania, un informe de la Organización de Cooperación

10. Dix, 2011.

11. USAID Uganda 2010.

12. USAID Uganda 2010.

13. ONUDD 2014b.

14. ONUDD 2014b.

15. UNODC 2013.

16. Birzeit Universidad 2013; PNUD 2012.

17. Onyekwere, Dunia y Ojo 2015; Salaudeen 2015.

18. Oriental Partnership Civil Society Forum 2015a, 2015b.
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y Desarrollo Económico (OCDE) recomienda el establecimiento de un

tribunal o un grupo jueces especializados.19 Finalmente, en Albania, un

conjunto de reformas judiciales, incluyendo la creación de un nuevo tribunal

anticorrupción está actualmente en debate en el Parlamento. El primer

ministro Edi Rama, ya ha pedido asistencia técnica de Estados Unidos para

establecer este tribunal.20

Los tribunales especializados anticorrupción no son tan numerosos como las

AAC, pero se convierten en una parte cada vez más importante del

repertorio de reformas anticorrupción. Por eso, es importante analizar de

forma crítica las razones de su creación (y sus desventajas) y pensar en

cómo deberían ser institucionalizados. La Sección 3 de este documento

responde a la primera pregunta - el "por qué" - mientras que la Sección 4 se

centra en la segunda pregunta- el "cómo".

3. Razones para crear tribunales
especializados anticorrupción

La especialización judicial es un fenómeno generalizado en todo el planeta.

Sus promotores hacen énfasis en la eficiencia de los tribunales

especializados, por ejemplo, a través de la optimización de procedimientos,

así como una mejor calidad y consistencia de las decisiones tomadas en

áreas complejas de la ley.21 De acuerdo con estos puntos, Gramckow y

Walsh en su análisis de experiencias de especialización judicial

internacional, concluyen que esa especialización puede contribuir a un

mejor manejo de casos complejos que "requieren una experiencia especial

que va más allá de la propia ley, como conocimiento de problemas

relacionados a la bancarrota, el medio ambiente o la salud mental, o que

requieren un tratamiento diferente según las particularidades de los usuarios,

como puede ser el caso en asuntos comerciales o familiares".22 Los

argumentos a favor de los tribunales especializados anticorrupción son de la

misma naturaleza, a pesar de tener características distintivas. Se destacan

tres argumentos a favor de los tribunales especializados contra la

corrupción: eficiencia, integridad y experiencia.

19. OCDE 2015, 84-85.

20. Ikonomi 2016.

21. Gramckow y Walsh 2013, 6.

22. 2013, 1.
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3.1 Eficiencia

La razón más frecuente para instaurar un tribunal especializado

anticorrupción ha sido la voluntad de mejorar la eficiencia en el tratamiento

de los casos anticorrupción. En efecto, en la mayoría de países que han

adoptado este tipo de órgano, el deseo de acelerar el tratamiento de esos

casos ha sido la justificación principal dada al público.Este fue el caso de

Botsuana,23 Camerún,24 Croacia,25 Malasia,26 Palestina,27 Filipinas28 y

Uganda.29 Esto es comprensible: muchos países —principalmente pero no

exclusivamente, en desarrollo o en transición —están experimentando

lentitud y demoras en su sistema de justicia.

La falta de eficiencia judicial siempre es indeseable, pero puede ser

particularmente perniciosa en casos de corrupción por dos razones. En

primer lugar, la urgencia de avanzar en la lucha contra la corrupción

significa que cualquier retraso judicial en estos casos se vuelve

particularmente problemático, especialmente porque socavan la confianza

de los ciudadanos en los compromisos y la capacidad del gobierno para

combatir eficazmente la corrupción.

Segundo, demoras significativas en los casos de corrupción aumentan el

riesgo de ver a los acusados y a sus aliados presionando a los testigos,

manipulando pruebas o tomando otras medidas para interferir con el

funcionamiento ordinario e imparcial del sistema judicial. Estas

preocupaciones no son exclusivas de los casos de corrupción, pero son

particularmente cruciales en este contexto.

¿Cómo se supone que el establecimiento de un tribunal especializado

anticorrupción fortalece la efectividad judicial en el tratamiento de casos de

corrupción? Existen tres mecanismos principales.

Primero, la lógica de estos tribunales especializados, los cuales solamente

tratan la corrupción y delitos relacionados, tendrá una mejor proporción de

casos por juez y, por lo tanto, los casos se podrán tratar con mayor rapidez.

23. ONUDD 2014a.

24. Iliasu 2014.

25. Balkan Insight 2008.

26. GTP 2010.

27. Miller 2010.

28. Stephenson 2016a.

29. Schütte 2016b.
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Además de mejorar la proporción, un tribunal especializado anticorrupción

puede permitir la asignación de jueces con más experiencia en casos de

corrupción, reforzando así la efectividad de su tratamiento.

Estos factores permiten generalmente que los tribunales especializados

anticorrupción se ocupen de estos casos de forma más eficaz que los

tribunales ordinarios, pero no siempre es así. Muchos tribunales

anticorrupción están tan saturados por el volumen de casos como los

tribunales ordinarios. Y esta ventajano es válida en absoluto en países en

donde el trabajo de los jueces anticorrupción no se limita a casos de

corrupción. En Bangladesh, por ejemplo, aunque los "jueces especiales"

manejan casos de corrupción, también deben tratar otros casos ordinarios o

especiales, pero no relacionados con la corrupción, lo cual significa, según

los críticos, que están sobrecargados de trabajo y, por lo tanto, no pueden

garantizar un tratamiento adecuado de los casos de corrupción.30 La misma

crítica fue dirigida hacia los magistrados de Kenia en el Diario Oficial,

descrito en el Cuadro 1. Además, es importante entender que mejorar la

proporción de casos por juez para casos de corrupción o la asignación de

jueces con más experiencia a estos casos, puede significar una disminución

de los recursos judiciales para otras áreas igualmente importantes.

En segundo lugar, los tribunales anticorrupción pueden optimizar varios

procedimientos relacionados con casos de corrupción. Algunos tribunales

especializados son tribunales de primera instancia cuyos procedimientos de

apelación se someten directamente a la Corte Suprema del país sin pasar por

los tribunales de apelación ordinarios. Este es el caso, por ejemplo, en

Burundi,31 Camerún,32 Croacia,33 Nepal,34 Pakistán35 y Eslovaquia.36

Botsuana presenta una variante interesante de este modelo: en Botsuana,

como en muchos países, los tribunales ordinarios no tienen jurisdicción

sobre cuestiones constitucionales. Durante un procedimiento penal

ordinario, si una de las partes plantea una acción de inconstitucionalidad, el

juicio debe suspenderse y el caso debe ser transferido al Tribunal Supremo

que responderá a la acción de inconstitucionalidad antes de devolver el

30. Chowdhury 2007.

31. Niyonkuru 2013.

32. Fombad 2015.

33. Ley sobre la Oficina para la Represión de la Corrupción y del Crimen Organizado;

Martini 2014.

34. Poudel 2012.

35. National Accountability Ordinance.

36. Stephenson 2016b.
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expediente al tribunal ordinario. Los acusados en casos de corrupción son

particularmente susceptibles a presentar acciones de inconstitucionalidad, lo

que hace que este aspecto del sistema judicial de Botsuana sea una fuente de

demora judicial en casos de corrupción. En respuesta a este problema, el

presidente del Tribunal Supremo de Botsuana ha creado un tribunal

especializado contra la corrupción dentro del Tribunal Supremo, al otorgarle

jurisdicción para tratar acciones de inconstitucionalidad.37 Sin embargo, los

casos de corrupción todavía son manejados inicialmente por los tribunales

ordinarios porque el tribunal especializado dentro del Tribunal Supremo es

un tribunal de apelación. Así, la creación de este tribunal no aceleró los

procedimientos como esperaban aquellos que propusieron el proyecto.38 La

situación es similar en Uganda, donde la división anticorrupción en el

Tribunal Supremo ha logrado mantener el período de decisión judicial en

primera instancia en un año, a pesar de los intentos de los acusados de

retrasar los procedimientos por cualquier medio legal posible. Antes del

2010, si el acusado presentaba una acción de inconstitucionalidad, el juicio

era suspendido inmediatamente y remitido al Tribunal Constitucional. Un

anexo sobre la decisión del Tribunal Constitucional de 2010, puso fin a esta

práctica. Desde entonces, la división anticorrupción debe decidir si la acción

de inconstitucionalidad está bien fundada antes de ser remitida al Tribunal

Constitucional.39

Tercero, muchas jurisdicciones imponen plazos específicos en sus tribunales

anticorrupción para acelerar el manejo de estos casos. Camerún,40 Nepal,41

Palestina,42 Filipinas43 e Indonesia44 son algunos ejemplos. Los plazos

varían de un país a otro debido a diferencias estructurales, funcionales y

organizacionales de los tribunales. El Tribunal Especial de Palestina destaca

por los plazos particularmente ajustados que le son impuestos: la ley

establece que la audiencia debe tener lugar dentro de los 10 días despues del

registro del caso ante el tribunal y que debe dictaminar dentro de los 10 días

de la audiencia, con un posible aplazamiento de hasta 7 días.45 Por supuesto,

es posible criticar estos requisitos y considerar que son demasiado rigurosos

37. ONUDD 2014a.

38. Shapi 2015.

39. Schütte 2016b.

40. Iliasu 2014.

41. Diez 2011, Koirala, Khadka y Timsina 2015.

42. Ley por decreto núm. 7, 2010.

43. 2001.

44. Schütte 2016a.

45. Ley por Decreto Nº 7, 2010.
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debido a la dificultad que enfrentan los tribunales para cumplir estos plazos

en la práctica- un problema que abordaremos más adelante- pero también

porque el período de 10 días puede no ser suficiente para tratar un caso de

manera justa y competente. Malasia es otra ilustración (menos extrema).

Cuando Malasia creó sus tribunales especializados, el tiempo promedio de

procesamiento para un caso de corrupción era de 8,5 años.46 Malasiaimpuso

a sus tribunales anticorrupción procesar estos casos dentro de un año (un

requisito que no se aplica a los jueces de los tribunales ordinarios).

En la práctica, estos plazos se respetan de una manera bastante variable. En

Malasia, los investigadores encontraron que alrededor del 75% de los casos

en 2012 fueron tratados durante el tiempo límite de un año.47 Por el

contrario, los tribunales anticorrupción en otros países luchan por cumplir

con los plazos establecidos por la ley. En Filipinas, por ejemplo, el tribunal

anticorrupción conocido como Sandiganbayan48 debe, en teoría, resolver

cada caso en un plazo de tres meses. En la práctica, esto puede llevar casi

diez años.49

Filipinas es probablemente un caso extremo, pero no aislado. De hecho, la

dificultad de cumplir con los plazos es la norma más que la excepción. En

Nepal, el Tribunal Especial debe emitir su decisión en los seis meses desde

el registro del caso y cualquier procedimiento de apelación debe ser resuelto

por el Tribunal Supremo en un plazo de tres meses.50 En la práctica, el

procesamiento de casos lleva mucho más tiempo, a veces hasta once años.51

En Pakistán, los tribunales especializados tienen la obligación de tomar su

decisión dentro de los treinta días, pero en realidad el procesamiento de los

registros suele requerir de media 500 días.52

Se han creado numerosos tribunales especializados anticorrupción para

mejorar la efectividad en el tratamiento de los casos de corrupción, pero las

quejas sobre la lentitud excesiva de estos tribunales son comunes en muchos

46. GTP 2010.

47. GTP 2012, ONUDD 2013.

48. Estos enormes retrasos provocaron propuestas de reforma, incluida la reciente

aprobación de una ley que crea dos nuevas divisiones dentro de Sandiganbayan aumentando

el número de magistrados de 15 a 21. La ley también reduce el número de miembros

requeridos en el quórum y remite los casos que involucran pequeñas cantidades de dinero a

los tribunales regionales (Stephenson 2016a).

49. Stephenson 2016a.

50. Diez 2011.

51. Koirala, Khadka y Timsina 2015.

52. Dawn 2005.
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(pero no todos) de los países. Además de Nepal, Pakistán y Filipinas, otros

países ven que este tipo de reclamos se vuelven frecuentes en el discurso

público, como en Bangladesh,53 Botsuana,54 Croacia55 y Kenia.56 Dicho

esto, las razones de estos retrasos pueden estar fuera del control de los

tribunales. Un culpable recurrente (o quizás chivo expiatorio) son los

fiscales. En algunos casos, las demoras en el procesamiento (y la

incapacidad de los tribunales por respetar los plazos establecidos) son

causadas por fiscalías sobrecargadas de trabajo, con poco personal o

ineficientes. Este es el caso en Botsuana57 y Nepal.58 Sin embargo, algunos

especialistas señalan la excesiva indulgencia de los tribunales

anticorrupción hacia los fiscales que buscan continuamente retrasar los

plazos: una crítica planteada, por ejemplo, en Botsuana59 y Filipinas.60

En general, estos ejemplos de tribunales especializados anticorrupción

sugieren que, a pesar de los avances en la eficiencia asociada con la creación

de estos tribunales, aquellos que quieren reformar el sistema deben ser

cautelosos. Conviene no ser demasiado optimista ni hacer promesas

exageradas sobre posibles ventajas en términos de eficiencia. La

probabilidad de que estos tribunales mejoren la eficiencia del sistema

depende de varios factores, incluidos los recursos asignados a estos

tribunales, la capacidad del poder judicial y las elecciones en el diseño

institucional relacionadas con estos tribunales (ver Sección 4).

3.2 Integridad

Otra razón para crear un tribunal especializado anticorrupción es la de

garantizar, en la medida de lo posible, que los casos de corrupción sean

tratados por un tribunal imparcial e independiente, sin corrupción ni

influencia indebida de políticos u otros actores influyentes. La integridad es

igualmente una de las principales justificaciones para la creación de AAC

que investiguen o juzguen casos de corrupción. Si bien el argumento de

integridad ha estado menos presente que el de eficiencia en el discurso

53. Chowdhury 2007.

54. Piet 2014, Shapi 2015, Stephenson 2016a.

55. Balkan Insight 2008, Dorić 2016.

56. Ringera 2009.

57. Kuris 2014, Shapi 2015.

58. Koirala, Khadka y Timsina 2015.

59. Shapi 2015.

60. Stephenson 2016a.
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público sobre tribunales anticorrupción, en algunas instancias, el interés de

garantizar integridad judicial ha sido la motivación central para la creación

de dichos tribunales.

Indonesia es una buena ilustración de ello. Los reformadores de la era post-

Suharto crearon los llamados tribunales Tipikor para disminuir la corrupción

generalizada en el sistema judicial, la cual hacía difícil el tratamiento de los

casos de corrupción que implicaban figuras públicas.61 Los fundadores del

sistema Tipikor han puesto en marcha algunas medidas para garantizar la

integridad judicial, sobretodo en la necesidad de integrar a los jueces ad

hoc externos al sistema judicial ordinario.62 Indonesia nos da el mejor

ejemplo de tribunales especializados anticorrupción creados por una

preocupación sobre la falta de integridad en los tribunales, preocupación que

también ha tenido un papel en otros países.

En Eslovaquia, una de las razones para otorgarle jurisdicción al Tribunal

Penal Especial sobre casos graves de corrupción, fue la preocupación de que

elites locales (y grupos criminales), pudieran interferir en las decisiones

judiciales de los tribunales regionales. El Tribunal Especial, con

competencia nacional y situado en la capital, fue considerado menos

vulnerabe a tal tipo de interferencia.63 En Afganistán, la presión ejercida por

Estados Unidos, el Reino Unido, y la comunidad de donantes

internacionales para crear tribunales especiales, fue el resultado de la

percepción (fundada) de la corrupción en el sistema judicial afgano,64

asumiendoque un tribunal especializado anticorrupción sería menos

vulnerable a ser corrompido.

La voluntad y la capacidad de los tribunales especiales de dictar sentencia

en casos con acusados de alto nivel implicados en casos de corrupción son,

sin embargo, variables. Algunos tribunales han sido reconocidos por su

grado de independencia. Los tribunales de Tipikor en Indonesia, son un

buen ejemplo, a pesar de los recientes episodios – incluyendo la expansión

de estos tribunales a todas las provincias de Indonesia a causa de una acción

de inconstitucionalidad por la estructura de estos tribunales-, se han

generado inquietudes en cuanto a la erosión de la integridad del sistema

61. Schütte et Butt 2013; Butt et Schütte 2014.

62. Schütte 2016a.

63. Stephenson 2016b.

64. BBC New 2009; Gutcher 2011; Mason 2011.
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Tipikor.65 En otros contextos, los tribunales anticorrupción han recibido

muchas críticas por no saber eliminar la cultura de la impunidad. Este ha

sido el caso de Afganistán,66 Burundi,67 Camerún,68 Croacia69 y Nepal.70 El

riesgo más frecuente es que las interferencias políticas protejan a figuras

públicas para que éstas no enfrenten ninguna persecución penal, pero en

algunos países como Burundi71 y Camerún,72 las críticas han alegado que el

poder político puede manipular a los tribunales especializados

anticorrupción, y a las fiscalías anticorrupción,para hostigar a los opositores

políticos.73

La creación de los tribunales especializados anticorrupción no garantiza que

estos tribunales no sean corruptos. Incluso en Indonesia, en donde el papel

positivo de estos tribunales ha sido más explícito, varios jueces han sido

acusados de corrupción.74 En Filipinas, la Corte Suprema destituyó al juez

asociado de Sandiganbayan, Gregory Ong, debido a sus supuestos vínculos

con un esquema de corrupción masiva que involucraba a la cámara

legislativa filipina.75

3.3 Experiencia

Una tercera razón para crear un tribunal especializado anticorrupción, es el

deseo de crear un tribunal con mayor experiencia. Esta justificación está

estrechamente relacionada con el interés de aumentar la eficiencia en el

tratamiento de los casos. Después de todo, muchos casos de corrupción,

especialmente aquellos que involucran transacciones financieras

sofisticadas, son más complejos que la mayoría de los casos que constituyen

el trabajo de los jueces ordinarios. En efecto, el deseo de un órgano de

decisión con mayor experiencia – para mejorar no sólo la eficiencia sino

65. Schütte 2016a.

66. Boone 2010; Gul 2015; Gutcher 2011; Ziems 2014.

67. Tate 2013.

68. Timchia 2013.

69. Guardian 2010.

70. Koirala, Khadka, et Timsina 2015.

71. Tate 2013.

72. Know Your Country 2016.

73. En Afganistán, las críticas sugieren que los tribunales anticorrupción discriminan a los

extranjeros, quienes son tratados como chivos expiatorios responsables de la corrupción del

país, mientras que las figuras públicas nacionales no son sancionadas de manera adecuada

(Boone 2010; Gutcher 2011).

74. Butt y Schütte 2014.

75. Stephenson 2016a.
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también la precisión – es un argumento frecuentemente citado para la

creación de tribunales especializados en otros contextos.76

Quizás sorprenda que el interés por fomentar la experiencia no se haya

enfatizado en el discurso sobre la creación de tribunales especializados

anticorrupción aunque a veces se hace referencia a ello. En Croacia, por

ejemplo, la creación de un tribunal especializado para manejar tanto casos

de corrupción como otros delitos graves, partió del deseo de fortalecer la

capacidad del poder judicial en el manejo de casos criminales más

complejos y con alto impacto social, al reclutar jueces con más experiencia

dentro de estos tribunales.77 Sin embargo, en la mayoría de los países, la

experiencia especializada no ha sido la razón principal para justificar la

creación de tribunales anticorrupción, a diferencia de otros tipos de

tribunales especializados, como los analizados, por Gramckow y Walsh.78

Sin embargo, la necesidad de tener experiencia específica en casos de

corrupción, ha generado debate sobre las reformas necesarias a los

tribunales anticorrupción existentes. En primer lugar, ha habido mayor

demanda e inversiones cada vez más importantes en la capacitación de

jueces de los tribunales anticorrupción, especialmente respecto a

regulaciones financieras, contables y antilavado de dinero. La necesidad de

que los jueces anticorrupción reciban capacitación en estos y otros asuntos

técnicos, ha sido planteada, por ejemplo, en Bangladesh,79 Kenia80 y

Malasia.81 Además, algunas jurisdicciones que actualmente no tienen

especialización exclusiva sobre corrupción, pueden reconsiderar esa

posición. En Malasia, por ejemplo, los jueces de los tribunales

anticorrupción de primera instancia, alternan entre los tribunales

especializados y los tribunales ordinarios. No obstante, los críticos han

señalado que tener jueces generalistas en tribunales especializados

contradice la lógica de tener tribunales especializados y por lo tanto,

defienden la idea de una mayor especialización.82 En Palestina, la Estrategia

Nacional Anticorrupción 2012–2014 pidió a los jueces del Tribunal de

76. Gramckow y Walsh 2013.

77. Marijan 2008.

78. 2013.

79. Chowdhury 2007.

80. ver Cuadro 1.

81. ONUDD 2013.

82. Banco Mundial 2011.
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Crímenes de Corrupción dedicarse exclusivamente a esos casos, con el fin

de desarrollar su capacidad en éste área.83

La Tabla 2 resume los mecanismos principales y las consideraciones del

diseño institucional que se utilizan actualmente en los tribunales

anticorrupción para aumentar la eficiencia, la integridad y la experiencia.

Las consideraciones de diseño institucional se encuentran simplificadas aquí

y se analizan con mayor profundidad en la Sección 4.

Tabla 2. Resumen de motivaciones, mecanismos y consideraciones de diseño

institucional

Motivación Mecanismos
Consideraciones en el

diseño institucional

Eficiencia

Proporción favorable de casos por juez

Mayor eficiencia por la experiencia de los

jueces

Procedimientos optimizados Plazos de

entrega

Número de juezes

Alcance de la jurisdicción

• tipo de delito

• magnitud del delito

• identidad de los

acusados

Especialización en niveles

específicos (primera

instancia o apelación) o

generalizada, de acuerdo

a los cuellos de botella

indentificados

Relación con la fiscalía

Integridad

Separación del sistema judicial existente

(ubicación del tribunal; mecanismos

especiales de selección y reclutamiento)

Número de jueces y

cantidad de jueces

disponibles

Expansión geográfica

(mientras más grande y

descentralizada es la red

del tribunal, más dificil es

garantizar la integridad

del mismo)

83. PACC 2012.
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4. Decisiones de diseño institucional

Si bien muchos países tienen tribunales anticorrupción de algún tipo, el

diseño de estas instituciones puede variar. Es fundamental considerar las

cuestiones de diseño institucional durante la creación de tal tribunal. No

existe un modelo "correcto" o "mejor práctica” para el diseño de un tribunal

especializado anticorrupción. La elección de la estructura más apropiada

dependerá de diversos factores relacionados al contexto y a los objetivos

principales de la institución. En esta sección discutimos cinco de los

aspectos más importantes a considerar:

• La relación del tribunal especial anticorrupción con el resto del sistema

judicial

• El tamaño del tribunal anticorrupción

• Los procedimientos para nombrar y destituir jueces especiales

• El alcance de la jurisdicción del tribunal anticorrupción

• La relación con la fiscalía

4.1 La relación del tribunal especial anticorrupción
con el resto del sistema judicial

Los tribunales anticorrupción pueden presentarse en una variedad de

formas: algunos se establecen como ramas especiales o divisiones de

tribunales existentes, mientras que otros como unidades separadas e

Motivación Mecanismos
Consideraciones en el

diseño institucional

Experiencia

Selección de jueces con experiencia

especial y capacidad para comprender

casos financieros complejos (la rotación

regular puede ser un obstáculo al menos

que haya un grupo de dichos

especialistas)

Capacitación focalizada

Alcance de la jurisdicción

Recursos humanos

Gestión: creación y

mantenimiento de un

grupo de expertos
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independientes de la jerarquía judicial. En otros casos, los jueces tienen

autorización especial para tratar casos de corrupción, pero no hay una

estructura, unidad o división anticorrupción separada. Además, los jueces

designados pueden trabajar exclusivamente en casos de corrupción, o

continuar presidiendo otros casos. En Bangladesh y Kenia, por ejemplo, los

jueces o magistrados de primera instancia designados en los tribunales

especiales, no tratan exclusivamente casos de corrupción, más bien

continúan tratando casos criminales comunes e incluso otros casos

especiales.84 En Senegal, la Corte de Represión del Enriquecimiento Ilícito

(CREI) es un tribunal ad hoc cuyos miembros son nombrados entre el grupo

de jueces superiores y estos jueces pueden continuar sirviendo en sus

tribunales originales incluso después de su nombramiento en la CREI.85

Cuadro 1. La experiencia de Kenia en la publicación de los

nombres de los magistrados anticorrupción en el Diario Oficial

En Kenia, la Ley contra la Corrupción y los Delitos Económicos de 2003

(sec. 3) estableció un sistema para juzgar delitos previstos en esa ley,

así como otros delitos por los que el acusado podría ser imputado en el

mismo juicio. Bajo este sistema, la Comisión de Servicios puede

nombrar, mediante la publicación en el Diario Oficial, "tantos

magistrados especiales como sea necesario”. La expectativa era que

estos magistrados, cuyos nombres aparecerían en el Diario Oficial, se

ocuparan de los casos de corrupción con mayor rapidez, al desarrollar

experiencia específica para casos complejos de delitos económicos, los

cuales usualmente se basan en evidencia en formato electrónico.

Haber sido mencionado en el Diario Oficial era casi como haber

obtenido una licencia para tratar casos de corrupción; pero si bien la

licencia se basó en la experiencia y antigüedad de los magistrados, no

se les proporcionó capacitación especial. A pesar de estas deficiencias,

el sistema se extendió desde la capital, Nairobi, donde sólo dos

magistrados habían sido publicados, a todas las regiones del país. En el

2015, a cerca de 30 magistrados activos se les asignó jurisdicción para

tratar casos de corrupción, pero aquellos fuera de Nairobi continuaron

tratando otros casos.

La efectividad de este sistema ha sido cuestionada por la práctica en

Kenia de rotar magistrados cada dos años. Muchos casos de corrupción

84. En Bangladesh, ver Chowdhury 2007; en Kenia, ver Cuadro 1.

85. Loi No. 81–54.
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no pueden finalizarse dentro de ese plazo, debido a los límites de

capacidad y la existencia de medios legales que permiten a los

acusados retrasar el proceso, como acciones de inconstitucionalidad

que pueden tardar años en resolver.

Cuando un magistrado es asignado a un nuevo puesto antes de que

finalice el juicio, hay dos opciones posibles: ya sea que el magistrado

deberá regresar para finalizar la audiencia o el caso deberá ser

entregado a un nuevo magistrado. Ambas opciones resultan en

demoras adicionales.86

En Kenia, los tribunales de primera instancia no son tribunales

ordinarios (lo que significa que las decisiones tomadas por los jueces no

constituyen precedente, como sucede en otros países africanos de la

Commonwealth). Como consecuencia, es difícil acceder a los veredictos

de casos de corrupción, como estadísticas de estos tribunales. Los

informantes entrevistados para este estudio en Agosto de 2015,

estimaron que los casos tardan al menos dos años en resolverse y un

promedio de tres a cuatro años. Hasta Agosto de 2015, ningún caso de

alto perfil había resultado en condena. Desde entonces, el sistema se

ha sometido a cambios importantes, incluida la creación de un tribunal

anticorrupción en el Tribunal Superior de Nairobi.87&88

Los diferentes grados de separación institucional y especialización,

conllevan diferentes costos y beneficios. Gramckow y Walsh89 han expuesto

algunas consideraciones básicas (ver Figura 2). En general, se debe

favorecer una mayor separación cuando la cantidad de archivos a procesar

es alta y la necesidad de eficiencia y experiencia es mayor.690

Otra consideración relevante con respecto a los casos de corrupción, es el

hecho de que los acusados en tales casos, pueden a menudo pagar los

86. Director del Ministerio Público 2014, 4.

87. Daily Nation 2015.

88. Los autores desean agradecer a los jefes de la División de Corrupción y Crímenes

Económicos de la fiscalía de Kenia, a Transparency International Kenia, al Tribunal

Anticorrupción de Nairobi y GIZ Kenia, por compartir sus experiencias e ideas durante las

entrevistas semiestructuradas en Agosto de 2015.

89. 2013.

90. Otros factores que a veces influyen en el grado óptimo de especialización — como la

necesidad de procesos y servicios adaptados para litigantes con necesidades especiales, por

ejemplo, jóvenes, veteranos de guerra, personas sin hogar o con problemas psiquiátricos

(Baum 2011, 106), son menos relevantes en los tribunales anticorrupción.
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mejores abogados y utilizarán todos los medios legales a su alcance para

retrasar el proceso y evitar una condena. En países como Uganda, donde

sólo los tribunales de primera instancia tienen jurisdicción sobre casos de

corrupción, los tribunales de apelación pueden tener dificultades con la gran

cantidad de apelaciones a tratar.91

La separación institucional también conlleva un costo. Cuanto más

elaborado y extenso sea el sistema especializado, más caro será. Otros

efectos negativos pueden surgir debido a la especialización de los jueces,

incluyendo relaciones demasiado estrechas entre jueces especializados y

otros actores (abogados, expertos), falta de perspectiva y el riesgo de

diferenciación entre jueces especializados y jueces generalistas.92

Si bien es importante considerar si el tribunal anticorrupción debería ser un

órgano separado y si los jueces designados deberían especializarse

exclusivamente en casos anticorrupción, quizás la pregunta93 más relevante

con respecto a la relación entre los tribunales anticorrupción y el sistema

Figura 2. Modelo de toma de decisiones de Gramckow y Walsh para la elección de especialización

Credit: Adaptación de Gramckow y Walsh 2013, 16.

91. Schütte, 2016b.

92. Gramckow y Walsh 2013.

93. Fombad 2015.
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judicial ordinario, se refiere al lugar del tribunal especial en la jerarquía

judicial. ¿El tribunal especializado anticorrupción tiene jurisdicción original

(es decir, sirve como tribunal de primera instancia) o jurisdicción de

apelación, o una combinación? ¿Qué tribunal debería tener jurisdicción de

apelación sobre las decisiones del tribunal anticorrupción? Los países que

han creado tribunales especializados contra la corrupción han tomado

decisiones muy distintas con respecto a estas preguntas.

Primero, como se señaló anteriormente, algunos países no tienen tribunales

o divisiones especializadas en casos de corrupción, sino que simplemente

designan ciertos jueces autorizados para presidir casos de corrupción (el

modelo de "juez solo" en la Tabla 3). En este acuerdo, que prevalece en

Bangladesh y Kenia, las apelaciones de primera instancia de los jueces

anticorrupción pasan por una o más de las etapas habituales del

procedimiento antes de ser transferidas a la Corte Suprema del país.

En segundo lugar, para aquellos países que han adoptado un tribunal

especializado anticorrupción e independiente, el enfoque más común es que

este órgano especial sirva como un tribunal de primera instancia, en donde

las apelaciones pasan directamente del tribunal anticorrupción a la Corte

Suprema. Los jueces de este tribunal especializado reciben a menudo un

estatus equivalente al de los jueces de los tribunales de apelación

intermedio. Podemos citar los ejemplos de Burundi,94 Camerún,* Croacia,95

Nepal,96 Pakistán,97 Senegal98 y Eslovaquia.99&7100

Tercero, algunos países han adoptado un sistema híbrido en el que el

tribunal anticorrupción puede servir como tribunal de primera instancia en

algunos casos (generalmente en casos más importantes) y como tribunal de

apelación en otros. Los dos ejemplos notables en esta categoría son Filipinas

94. Niyonkuru 2013.

95. Martini 2014.

96. Poudel 2012.

97. National Accountability Ordinance.

98. LegiGlobe 2015.

99. Stephenson 2016b.

100. Senegal merece una mención especial aquí, ya que si bien las apelaciones de la CREI se

hacen directamente en el Tribunal Supremo, este sólo puede revisar cuestiones de derecho,

no cuestiones de hecho (Loi No. 81–54). Esto significa que no hay un mecanismo en el

sistema legal de Senegal para apelar el juicio de la CREI sobre cuestiones de hecho, una

disposición que ha provocado críticas por su presunta incompatibilidad con el estado de

derecho y con las obligaciones de Senegal en virtud de diversos tratados de derechos

humanos (Mansour 2014).
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y Uganda. En Filipinas, Sandiganbayan tiene jurisdicción original exclusiva

sobre delitos de corrupción cometidos por altos funcionarios; cuando esos

delitos son cometidos por funcionarios de menor rango, son los tribunales

regionales de primera instancia los que tienen jurisdicción original, mientras

que Sandiganbayan tiene jurisdicción de apelación.101 El sistema de Uganda

es similar, en el sentido de que la División Anticorrupción (DAC) del

Tribunal Superior sólo sirve normalmente como tribunal de primera

instancia en casos de alto valor; económico el resto del tiempo, la DAC

sirve como tribunal de apelación. Sin embargo, hay dos diferencias

importantes entre los dos organismos. Primero, en Filipinas, la jurisdicción

original de Sandiganbayan está limitada por ley; mientras que en Uganda, la

DAC tiene jurisdicción original en todos los casos de corrupción, pero como

una cuestión de discreción, elige sólo servir como un tribunal de primera

instancia en casos más significativos. En segundo lugar, en Filipinas, las

decisiones de Sandiganbayan pueden apelarse directamente en la Corte

Suprema;102 por el contrario, en Uganda, las decisiones de la DAC se apelan

primero ante el Tribunal de Apelación (que en la jerarquía judicial de

Uganda se encuentra entre el Tribunal Superior y el Tribunal Supremo), y

sólo entonces, ante el Tribunal Supremo.103

En Botsuana, todos los casos de corrupción son tratados inicialmente por los

tribunales de primera instancia, pero las apelaciones se llevan al Tribunal de

Corrupción (una división del Tribunal Superior de Botsuana), en lugar de a

los tribunales de apelación ordinarios. Las decisiones del Tribunal

Anticorrupción pueden ser impugnadas posteriormente de la misma manera

que cualquier otra decisión del Tribunal Superior en Botsuana: ante el

Tribunal de Apelación, la máxima autoridad judicial del país.104 Dado que el

Tribunal de Corrupción de Botsuana sólo tiene la jurisdicción de apelación y

nunca funciona como un tribunal de primera instancia, también podría

considerarse una categoría separada: una sección especial del tribunal de

apelación.

101. Stephenson 2016a.

102. Stephenson 2016a.

103. Schütte 2016b.

104. ONUDD 2014a.

U 4  I S S U E  2 0 1 9 : 1 3

22



Finalmente, al menos cuatro países – Afganistán,105 Bulgaria,106 Malasia107 e

Indonesia108 – han creado sistemas judiciales anticorrupción especializados

que incluyen tanto tribunales de primera instancia como tribunales de

apelación. En estos sistemas paralelos integrales existe un conjunto de

tribunales anticorrupción de primera instancia, así como una red de

tribunales de apelación anticorrupción con jurisdicción de apelación sobre

las decisiones de estos tribunales.

La Tabla 3 proporciona una clasificación de los tribunales anticorrupción

examinados por los autores, de acuerdo a su relación con el resto del poder

judicial, distinguiendo cuatro modelos o categorías.

Modelo País

Juez solo

Algunos juezes en los tribunales de primera instancia son designados

como jueces especializados en anticorrupción; el proceso habitual de

apelaciones permanece en su lugar.

Bangladesh

/ Kenia

Tribunal de primera instancia

El tribunal especializado anticorrupción tiene jurisdicción original sobre

los casos anticorrupción. Las apelaciones se hacen ante la Corte

Suprema.

Burundi /

Camerún /

Croacia /

Nepal /

Pakistán /

Senegal /

Eslovaquia

Tribunal híbrido

El tribunal anticorrupción puede servir como tribunal de primera

instancia para algunos casos (más importantes) y sirve como un tribunal

de apelación intermedio para otros casos de corrupción que son tratados

en primera instancia por tribunales generalistas. Las apelaciones del

tribunal anticorrupción pueden ser impugnadas en la Corte Suprema.

Bosuana

(sólo

función de

apelación) /

Filipinas /

Uganda

Tribunal paralelo integral

El sistema de justicia anticorrupción incluye tanto tribunales de primera

instancia como tribunales de apelación.

Afganistán

/ Bulgaria /

Indonesia /

Malasia

Nota: La información obtenida por los autores sobre Palestina es insuficiente para
incluir su sistema anticorrupción en esta clasificación.

105. Ziems 2014.

106. Kuzmova 2014; Lawyers-Bulgaria 2016.

107. NST 2011.

108. Schütte 2016a.
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4.2 Tamaño del Tribunal: ¿Cuántos jueces?

Una pregunta que podría parecer simple que debe plantearse al crear un

tribunal especializado anticorrupción es cómo de grande debería ser ese

tribunal. ¿Cuántos jueces deben sentarse en este tribunal? o, si no hay

ningún organismo o división específica como tribunal especial

anticorrupción, ¿cuántos jueces especializados debería haber? La respuesta a

esta pregunta depende de las respuestas a las preguntas planteadas en la

sección anterior en tanto que el número de jueces requeridos depende en

parte de si el tribunal especializado es un tribunal de primera instancia, un

tribunal de apelación, o ambos. Incluso teniendo en cuenta este factor, los

países varían significativamente en términos del número de jueces que

designan como jueces especializados anticorrupción. La principal ventaja de

tener un gran número de jueces en un tribunal especializado anticorrupción

es sencilla: en tanto que uno de los objetivos de un tribunal de este tipo es

promover la resolución rápida y eficiente de casos de corrupción, es

preferible una menor proporción de casos por juez. Esto es particularmente

cierto en los países que tienen un gran número de casos que pueden ser

llevados ante el tribunal, creando un riesgo de mora judicial. En Filipinas,

por ejemplo, la legislación reciente intentó abordar este problema

aumentando el número de jueces en el Sandiganbayan de 15 a 21; algunos

críticos sostuvieron que este aumento no fue lo suficientemente grande y

que el número de jueces de Sandiganbayan debería haberse triplicado a

45.109

Sin embargo, aumentar el número de jueces en un tribunal especializado

anticorrupción puede ser costoso al menos por tres diferentes razones.

Primero y más evidente, es que puede ser difícil encontrar jueces

suficientemente cualificados. Si el objetivo de crear un tribunal

especializado no es simplemente mejorar la proporción de casos por juez

para casos de corrupción, sino asegurar que jueces altamente cualificados y

experimentados traten estos casos, puede ser un desafío llenar un número

significativamente mayor de puestos judiciales, al menos en países con un

grupo limitado de jueces entre los que elegir. Además, el aumento en el

número de jueces especializados puede disminuir el prestigio de la función y

hacer que estas posiciones sean menos atractivas para candidatos

potenciales.110

109. Stephenson 2016a.

110. Schütte 2016a.
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Un segundo riesgo está relacionado con la contratación de jueces altamente

cualificados para el tribunal especializado ya que puede reducir el interés de

los jueces con experiencia de trabajar en tribunales ordinarios, teniendo un

impacto adverso en el resto del poder judicial. En muchos países esto no

será un problema importante, ya que el número total de jueces cualificados

es lo suficientemente grande en relación al tamaño del tribunal especial

anticorrupción. Pero en algunos lugares, el grupo de talento judicial puede

ser limitado y será necesario pensar seriamente cómo será la asignación de

cargos entre los tribunales.

Existe un tercer problema que está relacionado con los otros dos, pero que

tiene una naturaleza distinta: los jueces que integran los tribunales

anticorrupción deben demostrar la más alta integridad. Por esta razón, como

se analiza más adelante, algunos tribunales anticorrupción hacen uso de

procedimientos especiales de selección y verificación de antecedentes. Pero

a medida que aumenta el número de jueces que necesitan ser reclutados para

el tribunal especial, estos criterios de selección serán aún más difíciles de

aplicar de forma rigurosa.

La preocupante evolución de los tribunales de Tipikor en Indonesia desde

2010, ilustran esta dificultad. Originalmente, cada una de las cámaras de

este sistema constaba de dos jueces de carrera y tres jueces ad hoc,

seleccionados de acuerdo a un proceso cuidadoso. Estos jueces ad hoc

tenían una sólida reputación de integridad e imparcialidad. Después de que

un fallo constitucional en el Tribunal solicitase la expansión del sistema de

Tipikor, fue necesario aumentar significativamente el número de jueces,

incluidos los jueces ad hoc. El proceso de reclutamiento planteado ha tenido

considerables dificultades para encontrar candidatos competentes. Más

problemático aún, algunos nuevos jueces han sido acusados de

malversación, lo que sugiere que la diligencia debida a los antecedentes de

integridadno se ha llevado a cabo con el mismo cuidado que antes.111

En resumen, la decisión sobre el número de jueces a ser nombrados en un

tribunal especializado anticorrupción, debe ser considerada de manera

cuidadosa. Los diseñadores de las instituciones deben evaluar los beneficios

de aumentar el número de jueces, sopesando el impacto favorable en la

proporción de casos por juez contra el posible impacto adverso en la

capacidad e integridad judicial. En países que tienen un gran número de

111. Schütte y Butt 2013; Butt y Schütte 2014.
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casos de corrupción pero que existe un grupo considerable de jueces

calificados, puede ser interesante proponer un tribunal anticorrupción más

grande. Por el contrario, cuando el número de casos y de jueces calificados

es más limitado, probablemente sea aconsejable un tribunal más pequeño.

Las situaciones más delicadas - desafortunadamente quizás también las más

comunes- son aquellas en donde el número de casos de corrupción es alto,

pero el número de talento judicial disponible es limitado.

4.3 Selección y remoción de jueces

En la mayoría de los países, los jueces anticorrupción tienen el mismo

estatus que otros jueces. Por lo tanto, los procedimientos de selección,

remoción y supervisión, así como sus términos y condiciones de trabajo, son

los mismos para ellos que para un juez ubicado en un nivel equivalente en la

jerarquía judicial. Sin embargo, algunos países tienen reglas diferentes para

jueces en el tribunal anticorrupción; principalmente respecto a disposiciones

específicas para su nombramiento y ciertos requisitos especiales de

calificación. Estas se traducen a menudo en exigencias para que el candidato

tenga suficiente rango y/o experiencia antes de ser elegible para el

nombramiento como juez del tribunal anticorrupción. En algunos países,

Eslovaquia en primer lugar, los candidatos están sujetos a una investigación

dirigida a probar que nada en sus antecedentes podría hacerlos susceptibles

al chantaje u otras formas de influencia inapropiada. En Eslovaquia, esta

medida, inicialmente reservada para los jueces del Tribunal Penal Especial,

se ha extendido a todos los jueces.112

Los esfuerzos más trascendentales, en cuanto a normas específicas para el

nombramiento de jueces de los tribunales anticorrupción, han ocurrido en

Indonesia. Los jueces que integran los tribunales de Tipikor no solamente

incluyen jueces de carrera sino también los llamados jueces ad hoc

(generalmente abogados, profesores de derecho, jueces jubilados y otros

expertos legales). Los candidatos para los puestos de juez ad hoc, deben

cumplir con un estricto conjunto de criterios y son escogidos por un comité

de selección que incluye tanto representantes de la sociedad civil como

miembros de la Corte Suprema. Los jueces de Tipikor son nombrados por el

presidente por un período de cinco años, renovable una sola vez. En la

legislación de 2002, los tribunales de Tipikor estaban formados por cinco

jueces, tres de los cuales debían ser jueces ad hoc; esto era para reducir la

112. Stephenson 2016b.
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influencia de los jueces de carrera, considerados más corruptibles. Pero

desde la reforma de 2009, adoptada tras la sentencia del Tribunal

Constitucional de 2006 que invalidaba el sistema judicial de Tipikor, el jefe

del tribunal Tipikor de cada distrito (un juez de carrera) puede determinar la

distribución de jueces de carrera y jueces ad hoc para cada caso.113

Los procedimientos específicos de selección y remoción de jueces para los

tribunales anticorrupción son más sensibles cuanto más se cuestiona la

integridad de un determinado poder judicial. En Eslovaquia, la principal

amenaza parecía provenir de redes criminales capaces de chantajear o

corromper a jueces; en Indonesia, la preocupación era la influencia

dominante de las elites poderosas en los tribunales ordinarios, así como la

corrupción endémica en el sistema judicial. Sin embargo, no siempre es

necesario adoptar procedimientos específicos para garantizar la integridad

de los jueces. La mayoría de los países con tribunales anticorrupción no

cuentan con tales medidas – difícil determinar si es porque los encargados

de formular políticas en estos países han considerado que no es necesario, o

debido a otras consideraciones políticas o prácticas. Es igualmente

importante tener en cuenta que la adopción de procedimientos específicos

no es suficiente para garantizar la integridad de los jueces; sino que es un

componente más de una estrategia más amplia para promover la integridad

dentro del sistema de justicia que, puede o no, ser útil según el contexto. El

interés por tales medidas es más obvio cuando el poder judicial en su

conjunto es particularmente vulnerable a las presiones externas de

corrupción que podría evitarse con un método alternativo de selección de

jueces.

4.4. Competencia de los tribunales anticorrupción
¿qué casos trata el tribunal?

Los tribunales anticorrupción varían según su jurisdicción. Por simplicidad,

las variaciones dependen de tres dimensiones principales (además de la

distinción entre jurisdicción original y de apelación, discutida

previamente) : (a) los delitos en cuestión, (b) la gravedad del delito

(generalmente medido por la cantidad de dinero involucrado), y (c) el lugar

del acusado en la jerarquía de la función pública.

113. Schütte 2016a.
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Tipo de delito: la mayoría de los tribunales anticorrupción se ocupan de

una amplia gama de delitos de corrupción o relacionados con la corrupción.

Además, algunos de los tribunales especializados que hemos clasificado en

la categoría “tribunales anticorrupción”, en realidad tienen una jurisdicción

más amplia que incluye no solamente corrupción y delitos económicos

relacionados, sino también otros delitos graves. En Croacia, por ejemplo, los

tribunales de USKOK (Fiscalía para el Combate de la Corrupción y la

Delincuencia Organizada) tienen jurisdicción sobre delitos de corrupción de

alto nivel, así como en varios delitos de crimen organizado.114 El Tribunal

Penal Especializado de Bulgaria y su tribunal de apelación correspondiente,

el Tribunal Penal Especializado de Apelación también tiene jurisdicción

sobre el crimen organizado además de los casos de corrupción.115 El

Tribunal Penal Especial en Eslovaquia tiene jurisdicción sobre casos de

crimen organizado y asesinatos premeditados, corrupción y lavado de

dinero.116 El Tribunal Especial de Nepal además de la corrupción y el lavado

de dinero, es competente en términos de "alta traición".117 Por el contrario,

algunos tribunales anticorrupción tienen su esfera de competencia limitada a

un conjunto de delitos específicos relacionados con la corrupción. Este es el

caso, por ejemplo, de Senegal, en donde la Corte de Represión del

Enriquecimiento Ilícito como su nombre lo indica, sólo tiene jurisdicción

sobre asuntos de enriquecimiento ilegal – el uso de cargos públicos o

relación con las autoridades públicas para malversación de fondos – y

cualquier delito de corrupción u ocultamiento.118 Algunos funcionarios,

incluido el presidente Macky Sall, han propuesto expandir la CREI a una

“corte para la represión de delitos económicos y financieros", y ampliar así

su esfera de competencia.119

Gravedad del delito: la mayoría de las veces, la jurisdicción de los

tribunales anticorrupción se define más de acuerdo a la naturaleza del delito

que a su gravedad. En ciertos países, sin embargo, el tribunal especializado

anticorrupción sólo se ocupa de casos que involucran cierta cantidad de

dinero. En Camerún, por ejemplo, el Tribunal Penal Especial sólo tiene

jurisdicción sobre casos de malversación que involucran sumas

particularmente grandes; otros casos son tratados por los tribunales

114. RAI 2016; SELDI 2014; Balkan Insight 2008.

115. Kuzmova 2014; Lawyers-Bulgaria 2016.

116. Stephenson 2016b.

117. Parajuli 2010.

118. Loi No. 81–54.

119. Djiba 2014.
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ordinarios.120 En Filipinas, la Ley Sandiganbayan ha sido modificada

recientemente para restringir la jurisdicción a casos que involucren montos

que excedan cierto umbral.121

Identidad del acusado: algunos tribunales anticorrupción están limitados

en su esfera de competencia, no sólo a cierto tipo de delitos, sino también a

cierto tipo de acusados. El Sandiganbayan, por ejemplo, sólo tiene

jurisdicción original sobre casos que involucran a altos funcionarios.122 Es

interesante observar que Burundi ha tomado la dirección opuesta: el tribunal

anticorrupción es competente para varios delitos de corrupción, pero sólo el

Tribunal Supremo puede pronunciarse sobre los cargos presentados contra

altos funcionarios (ministros, diputados, senadores, generales, gobernadores

provinciales y magistrados).123

Como se señaló anteriormente, no existe un modelo único y universal para

definir la esfera de competencia de un tribunal anticorrupción. Sin embargo,

es posible resumir algunas de las principales ventajas y desventajas de

limitar la jurisdicción de un tribunal a lo largo de una o más de las tres

dimensiones mencionadas anteriormente. La primera ventaja de imponer

límites a la jurisdicción de un tribunal anticorrupción es simple: como se

discutió anteriormente, un determinante importante de la eficiencia de un

tribunal, es la proporción de casos por juez. Si bien una forma de mejorar

esa proporción es aumentar el número de jueces, otra es disminuir el número

de casos. La segunda opción permite al tribunal concentrar sus recursos en

los problemas identificados como prioritarios, o aquellos en los que es

particularmente deseable confiarlos a un tribunal especializado. Otro

argumento a favor de limitar la jurisdicción del tribunal anticorrupción es

político. Uno de los objetivos de los tribunales es fortalecer la confianza de

los ciudadanos en la capacidad del sistema legal para combatir la corrupción

de manera efectiva, contrarrestando la percepción de impunidad para los

altos funcionarios y sus familiares. Además, porque el tribunal especializado

puede requerir considerables recursos públicos, y sus jueces a veces pueden

ser percibidos como privilegiados en comparación a sus pares en otras

jurisdicciones, la sostenibilidad del tribunal puede depender de lo que

opinen los ciudadanos sobre la necesidad de la institución. Y esto puede ser

cuestionado si los casos encomendados al tribunal parecen relativamente

120. Iliasu 2014.

121. Stephenson 2016a.

122. Stephenson 2016a.

123. Niyonkuru 2013.
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menores. Esta crítica no es puramente hipotética. En Nepal, por ejemplo, los

críticos han reiterado el hecho de que muchos de los casos tratados por el

Tribunal Especial con sobre certificados falsos de estudios universitarios.124

Del mismo modo, en Eslovaquia, varios medios han resaltado que muchos

de los casos juzgados por el Tribunal Penal Especial (TPE) eran casos de

corrupción menor, a veces menos de 20 euros. Esto ha llevado a algunos

actores de la sociedad civil a proponer que la jurisdicción del TPE debe

limitarse a casos más importantes.125

Sin embargo, esto no quiere decir que limitar la jurisdicción de un tribunal

anticorrupción sea una buena idea en todos los casos – o incluso en la

mayoría de los casos. Después de todo, si el tribunal especializado es mejor

que los tribunales ordinarios para juzgar casos de corrupción, otorgar al

tribunal especializado una jurisdicción más amplia permitirá beneficiarse de

sus ventajas (mayor eficiencia, experiencia, integridad, etc.) en una mayor

cantidad de casos. Además, incluso los casos de corrupción “menores"

pueden ser importantes, ya sea porque su acumulación puede tener un fuerte

impacto en la sociedad, o porque los casos de aparentemente bajo nivel de

corrupción pueden ser parte de una red de corrupción más grande.

Finalmente, la afirmación de que la extensión de la esfera de competencia

sobre casos "menores" socavará la confianza del público en el tribunal

anticorrupción, o de la estrategia anticorrupción del gobierno, es

esencialmente especulativa.126

4.5 Relación con la fiscalía

En muchos casos, los tribunales especializados anticorrupción están

directamente vinculados a las autoridades anticorrupción u organismos

similares, limitando la jurisdicción del tribunal anticorrupción a casos

presentados por la AAC. En algunos casos, la AAC tiene jurisdicción

exclusiva para presentar casos en el tribunal especial anticorrupción. Para

algunos tribunales anticorrupción, particularmente aquellos en países

influidos por el modelo inquisitivo francés, los fiscales e investigadores

especiales anticorrupción, se convierten en parte de la propia institución y

tienen jurisdicción exclusiva para presentar casos ante el tribunal, aunque

también pueden tomar casos remitidos por otras entidades. Este es el caso,

124. Parajuli 2010.

125. Stephenson 2016b.

126. Stephenson 2016b.
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por ejemplo, de Burundi,127 Camerún128 y Senegal.129 Por el contrario,

algunos tribunales anticorrupción tratan casos presentados por la fiscalía no

especializada, ya sea porque el país no tiene un agencia anticorrupción o

porque la AAC carece de poder para llevar a juicio directamente. En

Malasia y Kenia, por ejemplo, corresponde a la fiscalía (no a la agencia

anticorrupción) presentar casos en el tribunal anticorrupción.130 Del mismo

modo, en Afganistán, es el fiscal quien investiga casos presentados a

tribunales anticorrupción.131 En algunos países, el tribunal anticorrupción

puede tratar casos presentados por la AAC o por el fiscal. En Uganda, por

ejemplo, la División Anticorrupción del Tribunal Superior trata casos

presentados tanto por el director general de enjuiciamientos públicos como

por la Oficina del Inspector General (la AAC de Uganda), o por la

administración tributaria.132

Indonesia es un ejemplo particularmente interesante en este aspecto porque

el poder de presentar casos ante los tribunales de Tipikor fue reasignado

después de una sentencia del Tribunal Constitucional. Bajo la ley original de

2002, sólo la agencia anticorrupción de Indonesia, conocida como KPK,

podría llevar los casos ante los tribunales de Tipikor; los casos equivalentes

presentados por la fiscalía fueron tratados por los tribunales ordinarios. En

2006, el Tribunal Constitucional de Indonesia dictaminó que este sistema de

dos niveles violaba la garantía constitucional de igualdad ante la ley. El

argumento detrás de esta decisión fue que dos acusados por el mismo delito

podrían ser juzgados por dos instituciones judiciales diferentes (con

diferentes composiciones, procedimientos y tasas de condena) de acuerdo

con la entidad (el KPK o la fiscalía) que investigó el caso.133 La revisión de

2009 corrigió este defecto al estipular que todos los casos de corrupción

fueran referidos a los tribunales de Tipikor, independientemente de que

hubiesen sido investigados por el KPK o la fiscalía.

Una de las cuestiones que los responsables de formular políticas deben tener

en cuenta, es que la efectividad de un tribunal especializado anticorrupción

depende en gran medida de la efectividad de la entidad o entidades

competentes para presentar casos. Si estas entidades no son efectivas, se ve

127. FMI 2010; Tate 2013.

128. Iliasu 2014.

129. Loi No. 81–54.

130. Yusoff, Murniati y Greyzilius 2012; UNODC 2013; EACC n.d.

131. Civil-Military Fusion Center 2012; Ziems 2014.

132. Schütte, 2016b.

133. Butt y Schütte, 2014.
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obstaculizado el proceso en su conjunto. En otras palabras: la fuerza de la

cadena depende de su eslabón más débil. En varios países, los tribunales

especializados anticorrupción parecen hacer un buen trabajo manejando

casos referidos a ellos, pero los casos más significativos, los que más

justifican la existencia de un tribunal especializado, no son tratados porque

la AAC o el Ministerio Público no presentan estos casos.

De hecho, las elites corruptas pueden contentarse con acomodar un tribunal

anticorrupción libre de interferencias siempre que puedan ejercer influencia

sobre los fiscales o agentes del orden público para evitar cualquier riesgo

grave de enjuiciamiento. En Eslovaquia, por ejemplo, muchos críticos

afirman que esta es la razón principal de la falta de condenas a funcionarios

de alto nivel en el Tribunal Penal Especial del país.134

Existe cierto debate sobre la medida en que el tribunal especializado puede

influir en el comportamiento de la oficina fiscal. Consideremos, por

ejemplo, el caso de Filipinas, donde muchos observadores señalan que la

Oficina del Defensor del Pueblo suele ser responsable de las largas demoras

en los casos manejados por Sandiganbayan, al no estar adecuadamente

preparada en las fechas de audiencia y solicitar aplazamientos

continuamente. Algunos expertos afirman que el Sandiganbayan podría

mejorar el desempeño del Defensor del Pueblo al ser menos indulgente (por

ejemplo, menos dispuesto a otorgar aplazamientos); otros, por el contrario,

encuentran esta posición poco realista y argumentan que la reforma debe

comenzar en la propia Oficina del Defensor del Pueblo.135

El punto más importante aquí, es que es necesario considerar al sistema de

justicia anticorrupción en su totalidad (con todos sus componentes: agencia

anticorrupción y/o fiscalía, tribunal especializado, aplicación de la ley, etc.)

y diseñar el sistema para que las diferentes partes funcionen de formar

efectiva como conjunto.

5. Conclusión

La frustración generada por la incapacidad del sistema de justicia para

enfrentar la corrupción de manera satisfactoria ha motivado a muchos países

134. Stephenson 2016b.

135. Stephenson 2016a.
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a establecer tribunales especializados anticorrupción. En muchos sentidos,

los argumentos sobre la especialización judicial en el marco de la lucha

contra la corrupción son similares en diferentes contextos. No obstante, los

casos de corrupción presentan una serie de problemas y desafíos que son

específicos para ellos. El argumento más común para la creación de

tribunales especializados anticorrupción es la necesidad de una mayor

eficiencia en la resolución de los casos de corrupción y la necesidad de

mostrar a los ciudadanos, así como a la comunidad internacional, que el país

toma la lucha contra la corrupción con seriedad. En algunos países existe

cierta preocupación frente a la capacidad de los tribunales ordinarios para

tratar los casos de corrupción de manera imparcial y sin estar ellos mismos

quizás afectados por la corrupción. Esto ha tenido un papel importante en la

decisión de crear tribunales especializados anticorrupción. El interés por una

mayor experiencia técnica, a menudo presentado para justificar otros tipo de

especialización judicial, parece ser sólo una consideración secundaria en la

mayoría de los países que tienen tribunales especializados anticorrupción.

Si bien el propósito de este artículo no ha sido realizar una evaluación de

desempeño de los tribunales anticorrupción analizados, parece justo

caracterizar el historial de los tribunales anticorrupción existentes como

mixto. En algunos países, los tribunales especializados parecen desempeñar

un papel positivo, mientras que en otros, los resultados han sido

decepcionantes y algunos de los tribunales que inicialmente parecían

historias exitosas, enfrentaron grandes desafíos y reveses.

Para una evaluación más definitiva del éxito o fracaso de los tribunales

especializados hasta la fecha y la idoneidad de modelos particulares para

abordar problemas específicos, se necesita una investigación más profunda.

Esto requerirá acceso a datos básicos sobre los casos manejados por estos

tribunales (número de casos, tipo de delito, naturaleza de los acusados,

duración de los juicios, veredictos) e información sobre los tribunales y

jueces. En ausencia de estos datos, será muy difícil determinar en qué

medida la especialización ha conllevado alguna diferencia sistemática. Para

los responsables políticos, esto significa que antes de invertir en la creación

de un nuevo tribunal, se necesita un análisis claro y basado en datos acerca

del sistema existente y sus mecanismos.

Por lo tanto, es esencial conocer el contexto antes de elegir entre las

diferentes posibilidades. El Cuadro 2 proporciona una lista resumida de las

principales preguntas que se deben formular y las elecciones que se deben
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tomar para facilitar la toma de decisiones. Uno podría elegir crear un

tribunal anticorrupción separado, o simplemente designar ciertos jueces a

casos de corrupción. Un tribunal especializado anticorrupción puede decidir

sobre casos de primera instancia, de apelación, o ambos: puede ser grande o

pequeño, con una esfera de competencia amplia o limitada; puede haber

disposiciones específicas para el nombramiento y remoción de jueces; las

audiencias y las apelaciones pueden seguir procedimientos especiales

(quizás optimizados).

Hay varios modelos diferentes de especialización judicial en este área, y no

hay un enfoque correcto o un conjunto de buenas prácticas claramente

identificadas. Al decidir si crear un tribunal especializado, y de ser así,

cómo diseñarlo, los encargados deben considerar cuidadosamente los

problemas específicos que esa especialización propone remediar, así como

otros aspectos del entorno político, legal e institucional en el país que

podrían resultar problemáticos, o bien, afectar de una forma u otra el

funcionamiento del tribunal.

Cuadro 2: Tribunales anticorrupción: decisiones

fundamentales

¿Por qué la especialización es necesaria o reclamada?¿Es por la

necesidad de eficiencia y de experiencia y/o por cuestiones de

integridad y de independencia en un contexto donde los tribunales

ordinarios no inspiran confianza a la ciudadanía?¿Hay otras razones?

¿La creación de un mecanismo específico es la mejor solución frente a

las dificultades encontradas? ¿Hay otras posibilidades?

Antes de la creación de un tribunal anticorrupción los responsables

políticos deben tener en cuenta un cierto número de elecciones

importantes con respecto a la especialización:

El lugar que ocupa el tribunal en la jerarquía judicial. Considerar si el

tribunal especializado será un tribunal de primera instancia, de

apelación o ambos ¿Ante qué órgano judicial, será posible apelar las

decisiones de este tribunal?

El tamaño del tribunal.¿Con cuántos jueces va a contar el tribunal

anticorrupción o cuántos serán designados como jueces especializados

anticorrupción? La especialización comprende el riesgo de movilizar los
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recursos que son necesarios en el caso de una reforma más vasta.¿Hay

suficientes jueces a los que recurrir en el sistema de justicia? Si los

jueces trabajan de manera ineficiente o no disponen de la experiencia

suficiente en razón de la falta de recursos y de formación, ¿esto será

atendido de manera general o debería darse prioridad a áreas

específicas como la lucha contra la corrupción?

El alcance de jurisdicción del tribunal anticorrupción. ¿Qué tipo de

casos deberá tratar? ¿se ampliará o limitará estrictamente su

jurisdicción sobre la corrupción? y de ser así, ¿cuáles serán los límites?

La relación entre el tribunal anticorrupción y la fiscalía

anticorrupción, es decir, la agencia anticorrupción del país (si

existiese). La efectividad de un tribunal anticorrupción dependeen gran

medida de la efectividad de las entidades con jurisdicción para

investigar casos.

¿Deberían adoptarse disposiciones especiales con respecto a la

selección, remoción o condiciones de trabajo de los jueces del

tribunal anticorrupción? ¿Deberían ser contratados bajo las mismas

condiciones que otros jueces que ocupan una posición similar en la

jerarquía judicial?

¿Hay que adoptar procedimientos radicalmente diferentes para los

tribunales anticorrupciónen comparación con los que se aplican a

casos penales ante los tribunales ordinarios? Si es la inadecuación de

los procedimientos dentro del poder judicial lo que ha llevado a la

especialización y si estos procedimientos no pueden o no deben

modificarse a nivel general, puede ser ventajoso desarrollar

procedimientos específicos.
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